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DERECHO A LA SALUD / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / NO EXISTE NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN ALEGADA POR LA DEMANDADA. “[L]a EPS impugnante solicita se decrete la nulidad de la actuación porque en el trámite no se produjo su notificación. Esta petición será despachada desfavorablemente toda vez que en el expediente existe prueba de que las decisiones adoptadas fueron debidamente notificadas a Asmet Salud. En efecto, los oficios por medio de los cuales se notificaron las providencias adoptadas en primera instancia y especialmente el auto admisorio, la sentencia y el proveído que concedió la impugnación fueron remitidos a la dirección notificacionesjudiciales@asmetsalud.org.co, correo electrónico habilitado formalmente por esa entidad como “e-mail comercial” y “e-mail notificación judicial”, tal como se consigna en el certificado de existencia y representación legal que adjuntó su gerente jurídico
, y cuentan con sus respectivas constancias de recibido. Así entonces, al no existir la irregularidad alegada, procede la Sala a resolver de fondo la cuestión. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud de la menor, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, (…) En este caso, en el que la titular de la acción es sujeto de especial protección constitucional, no solo por tratarse de una menor de edad
 sino por las patologías particularmente graves que la afectan, será la EPS demandada la encargada de brindar los servicios ordenados como forma de garantizar la continuidad y el acceso a los servicios médicos que la niña requiere y que sean recomendados por el médico tratante, en razón a que como lo alega la promotora de la acción, carece de recursos económicos para atender su costo, sin que tal manifestación haya sido desvirtuada por la referida entidad. (…) En conclusión, se confirmará el fallo impugnado, salvo en lo relativo a la concesión del amparo respecto de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, frente a la cual se negará la tutela y se adicionarán las órdenes impuestas a la EPS Asmet Salud para imponérselas a su Gerente General, Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero primero (1º) de dos mil dieciséis (2017)  

Acta No. 044 del 1º de febrero de 2017

Expediente No. 66001-31-18-002-2016-00288-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la EPS Asmet Salud, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 29 de noviembre de 2016, en la acción de tutela que instauró María Consuelo Caicedo, en representación de su menor hija Angye Melissa Rivera Caicedo, contra la entidad impugnante, la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, la IPS Clínica San Rafael y la Superintendencia Nacional de Salud.

A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La niña Angye Melissa Rivera Caicedo cuenta con seis años de edad y fue diagnosticada con otitis; su médico tratante le ordenó varios exámenes, entre ellos los de potencial evocado auditivo y de audiometría por refuerzo visual VRA. 
1.2 Asmet Salud negó el último porque no lo conocen; luego de varias gestiones adelantadas, en la EPS le informaron que debía ir donde el médico tratante para que este le indicara dónde se podía realizar “pues ellos no sabian (sic) ya que no lo conocian (sic)”.
1.3 Si bien el procedimiento de potencial evocado auditivo ya fue autorizado “nunca tienen agenda para realizarlo”.
1.4 Su hija reúne la calidad de sujeto de especial protección por razón de su edad, las fuertes dolencias que debe soportar, el trastorno generalizado del desarrollo que padece y la falta de recursos económicos de su familia para pagar los exámenes. A pesar de ello Asmet Salud ha omitido brindar solución a su caso.  
2. Considera vulnerados los derechos de los niños, la salud y la vida digna. Para su protección, solicita se ordene: a) a la IPS Clínica San Rafael practicar los exámenes ordenados por el médico tratante; b) se autorice el examen de audiometría por refuerzo visual VRA y c) se brinde el tratamiento integral de las patologías que aquejan a la menor.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 16 de noviembre último se admitió la tutela y se ordenaron las notificaciones de rigor.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Secretaria de Salud Departamental de Risaralda, al ejercer su derecho de defensa, indicó que los servicios médicos solicitados deben ser garantizados por Asmet Salud, pues el examen de potenciales evocados se encuentra incluido en la Resolución Número 5592 de 2015, anexo 2 del listado de procedimientos y servicios del plan obligatorio de salud. Podió declarar que la entidad que representa no ha lesionado los derechos de la accionante; se ordene a la EPS garantizar de forma inmediata los servicios de salud requeridos, y de considerarse pertinente, el tratamiento integral. 
2.2 La representante legal de la Clínica San Rafael se opuso a las pretensiones de la demanda ya que la valoración de audiometría por refuerzo visual VRA o audiometría infantil no se practica en esa IPS.
2.3 Asesor de la Superintendencia Nacional de Salud se pronunció para solicitar la desvinculación de esa entidad toda vez que los exámenes solicitados hacen parte del POS y por ende, la EPS debe garantizarlos sin derecho a recobro.
2.4 La EPS-S Asmet Salud guardó silencio.
3. El Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira concedió el amparo solicitado respecto de la Secretaría de Salud y la EPS Asmet Salud. A este última ordenó que en el término de 48 horas, programara con la IPS Instituto de Audiología Integral la fecha para el examen de potencial evocado auditivo –modalidad ABR multifrecuencial-, cuya práctica “no puede superar los ocho… días hábiles”; en aquel mismo lapso le ordenó practicar la valoración por audiometría por refuerzo visual VRA o audiometría infantil; brindar la atención integral para el manejo de la enfermedades de otitis media no especificada, mastoiditis crónica e hipoacusia bilateral no especificada, que comprende los medicamentos, tratamientos, intervenciones, implantes auditivos, viáticos para otras ciudades donde se programen citas y demás servicios ordenados por su médico tratante, estén o no incluidos en el POS; y desvinculó a la IPS Clínica San Rafael y a la Superintendencia Nacional de Salud.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia relacionada con el derecho a la salud de los niños, el tratamiento integral y la falta de legitimación por pasiva, indicó que en este caso se lesionaron los derechos de la menor por la falta de práctica de los exámenes de audiometría infantil y de potenciales evocados y auditivos, que fueron recomendados por su médico tratante, el primero de los cuales ni siguiera ha sido autorizado. Dicha vulneración la atribuyó a la EPS, al dejar de proporcionar de forma completa los servicios requeridos por la menor, y al ente departamental, como entidad encargada de asumir los costos económicos de las prestaciones de salud no incluidas en el POS, frente a la cual se debe gestionar la acción de recobro; en relación con esta, e abstuvo de hacer pronunciamiento alguno de conformidad con la jurisprudencia constitucional que establece que el juez de tutela no puede definir controversias ajenas a la directamente relacionadas con los derechos fundamentales. 
4. El Gerente Jurídico de Asmet Salud EPS-S impugnó el fallo. Indicó, primeramente, que en la presente actuación se incurrió en irregularidad que lesiona el derecho de defensa de la entidad que representa, como quiera que no fue notificada, por ningún medio, del trámite de esta acción de tutela. Por otra parte, revela su inconformidad con las decisiones adoptadas porque no se autorizó la acción de recobro ante la Secretaría de Salud del Departamento respecto de las prestaciones no POS que deba asumir; citó normas y jurisprudencia para indicar que los servicios que exceden el plan obligatorio de salud deben ser autorizados y suministrados por el ente territorial, no por las empresas promotoras de salud, cuyos recursos están destinados específicamente para aquellos que sí estén allí incluidos. Solicitó declarar la nulidad de lo actuado en primera instancia, “MODIFICAR en el fallo de tutela del derecho de ASMET SALUD EPS a RECOBRAR, que impliquen la prestación de los servicios de transporte y hospedaje…” ante la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda y ordenarle a esta suministrar los servicios no POS.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se incurrió en irregularidad que conlleve a declarar la nulidad de lo actuado en primera instancia por indebida notificación. En caso negativo, se establecerá cuál es la entidad competente de brindar los servicios no POS ordenados a favor de la menor y si por vía de tutela es posible facultar el ejercicio de la acción de recobró por tales prestaciones de salud.
3. Como ya se indicara la EPS impugnante solicita se decrete la nulidad de la actuación porque en el trámite no se produjo su notificación. Esta petición será despachada desfavorablemente toda vez que en el expediente existe prueba de que las decisiones adoptadas fueron debidamente notificadas a Asmet Salud. En efecto, los oficios por medio de los cuales se notificaron las providencias adoptadas en primera instancia y especialmente el auto admisorio, la sentencia y el proveído que concedió la impugnación fueron remitidos a                    la dirección notificacionesjudiciales@asmetsalud.org.co
, correo electrónico habilitado formalmente por esa entidad como “e-mail comercial” y “e-mail notificación judicial”, tal como se consigna en el certificado de existencia y representación legal que adjuntó su gerente jurídico
, y cuentan con sus respectivas constancias de recibido
.
Así entonces, al no existir la irregularidad alegada, procede la Sala a resolver de fondo la cuestión.
4. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud de la menor, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que ha dicho “El derecho a la salud de los niños y niñas tiene una protección reforzada, puesto que ellos hacen parte del grupo de los sujetos de especial protección constitucional. Lo antepuesto, porque desarrolla el derecho a la igualdad, mandato que impone mayores obligaciones a las autoridades y a los particulares de atender las enfermedades que padezcan los menores”
. 

La lesión a tal derecho puede producirse cuando el acceso a los servicios de salud y la atención preferente para los menores, sujetos de especial protección constitucional, no se presta de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas y mentales de estos. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“El Estado tiene la obligación de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud y de atención de servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud de los niños. Este mandato se desprende del artículo 44 de la Constitución y de las normas de derecho internacional, por ejemplo el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño
; el artículo 4º de la Declaración de los Derechos del Niño
, numerales a) y d); el numeral 2° del artículo 12
 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que fijó algunos parámetros que propenden por la protección de los derechos fundamentales de los niños. Las citadas normas internacionales atribuyen el deber estatal de suministrar de forma integral el tratamiento para las enfermedades que padecen los menores.

En la Sentencia SU-819 de 1999, la Corte advirtió la prevalencia de los derechos de los niños de la siguiente forma:

“El derecho a la salud en el caso de los niños, en cuanto derivado necesario del derecho a la vida y para garantizar su dignidad, es un derecho fundamental prevalente y por tanto incondicional y de protección inmediata cuando se amenaza o vulnera su núcleo esencial. En consecuencia, el Estado tiene en desarrollo de la función protectora que le es esencial dentro del límite de su capacidad, el deber irrenunciable e incondicional de amparar la salud de los niños”.

Bajo esa perspectiva, la jurisprudencia de esta Corporación, al interpretar el cuerpo normativo que regula la garantía de los derechos de los niños ha concluido que en todos los casos relacionados con la protección de sus derechos, “el criterio primordial a seguir por las autoridades competentes debe ser el de la preservación y protección del interés prevaleciente y superior del menor”
, lo cual se traduce en la ejecución inmediata de las medidas necesarias para garantizar sus derechos.

Así mismo, las Salas de Revisión han precisado que la prevalencia de los derechos de los niños obliga a que
: i) la atención a éstos sea prestada de forma inmediata; ii) el servicio o insumo sea suministrado sin demora cuando se ha emitido la autorización respectiva; iii) los medicamentos al igual que tratamientos sean de calidad; y iv) la actualización de la valoración médica se presente de forma repetida de acuerdo a las condiciones de salud del paciente
.

…

5.3.
 En conclusión, esta Corte ha considerado que el derecho a acceder a los servicios de salud es el presupuesto mínimo para el goce efectivo del derecho a la salud, el cual debe garantizarse de manera preferente sobre los niños y las niñas y adolescentes, debido a su especial condición de vulnerabilidad. El acceso a los servicios de salud y la atención preferente sobre sujetos de especial protección constitucional, resultan insuficientes si no se prestan de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas además mentales. Esas normas judiciales se refuerzan en menores con discapacidad…”

5. Es preciso señalar que las disposiciones que regulan lo relacionado con el régimen subsidiado del Sistema de Seguridad Social en Salud otorgan competencias diferentes a las entidades territoriales y a las de seguridad social. 

En efecto, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 806 de 1998 “El régimen subsidiado garantiza a sus afiliados la prestación de los servicios de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, que defina el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud en los términos establecidos por el artículo 162 de la Ley 100 de 1993.”

De requerir servicios adicionales a los incluidos en ese plan, el Estado debe garantizarlos de acuerdo con el artículo 31 del mismo decreto, en el que se lee: "Cuando el afiliado al régimen subsidiado requiera de servicios adicionales a los incluidos en el POSS y no tenga capacidad de pago para asumir el costo de dichos servicios, podrá acudir a las instituciones públicas y privadas que tengan contrato con el Estado las cuales estarán en la obligación de atenderlo de conformidad con su capacidad de oferta. Estas instituciones están facultadas para cobrar una cuota de recuperación con sujeción a las normas vigentes."

De manera específica la Ley 715 de 2001 fijó las competencias de las Secretarías Departamentales de Salud dentro del régimen subsidiado; así, en el artículo 43 dispuso que a los departamentos correspondía dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en salud en el territorio de su jurisdicción, al tiempo que le impuso, entre otras obligaciones la de: “Gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas” y “Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones de más recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda…”
Es claro entonces que corresponde a las empresas promotoras de salud en el régimen subsidiado atender a sus afiliados en la prestación de los servicios médicos incluidos en el POS. De tratarse de servicios diferentes, deberá el Estado garantizarlos por medio de las entidades con las que celebre contratos para el efecto. En tal forma se brinda a la población pobre del país la asistencia necesaria mediante la prestación de todos los servicios médicos incluidos o no en los planes obligatorios de salud. 

A pesar de tal conclusión, en ocasiones se ha ordenado a las Empresas Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado prestar servicios médicos excluidos del POS, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que lo autoriza cuando el sujeto que reclama protección sea uno de especial protección o cuando la prestación del servicio se requiera con carácter urgente
.  

Así en sentencia T-1089 de 2007, expresó:

“Ahora bien, tratándose de servicios médicos excluidos de los planes de beneficios tanto del régimen contributivo como del subsidiado, las empresas promotoras de salud no se hallan obligadas a asumir de forma definitiva su costo y, por tal motivo, se encuentran facultadas para ejercer acciones de repetición o recobro cuando, por una orden de tutela o del comité técnico científico, tengan que prestarlo con cargo a sus recursos. Así, en el régimen contributivo, una vez la EPS brinda un servicio médico excluido del POS puede repetir por su valor ante el fondo de solidaridad y garantía conforme a lo dispuesto en las normas que regulan la materia. 

Sin embargo, en el régimen subsidiado, esta corporación ha establecido que los medicamentos y procedimientos no contemplados en el POS-S, por regla general, deben ser asumidos por las entidades territoriales con cargo a los recursos del régimen de transferencias y los subsidios a la oferta. Tales recursos son administrados por las secretarías de salud departamentales que celebran convenios con entidades estatales para hacer efectiva la prestación de los servicios que soliciten los afiliados. Por su parte, corresponde a las EPS-S brindar acompañamiento a los usuarios en el sentido de indicarles qué entidad ofrece el medicamento o procedimiento formulado y los trámites necesarios para obtener la respectiva autorización.

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional también ha sido enfática al establecer que excepcionalmente las EPS-S estarán llamadas a prestar el servicio excluido del POS-S, con cargo a sus recursos, cuando quien lo solicite sea un sujeto de protección especial o cuando la urgencia del servicio sea tal que, en virtud del principio de continuidad, exigir al afectado que agote los trámites ante la entidad territorial constituye una requerimiento demasiado gravoso. En ambas circunstancias, la empresa promotora de salud del régimen subsidiado estará facultada para repetir contra el Estado por los costos en que incurra…”

En este caso, en el que la titular de la acción es sujeto de especial protección constitucional, no solo por tratarse de una menor de edad
 sino por las patologías particularmente graves que la afectan, será la EPS demandada la encargada de brindar los servicios ordenados como forma de garantizar la continuidad y el acceso a los servicios médicos que la niña requiere y que sean recomendados por el médico tratante, en razón a que como lo alega la promotora de la acción, carece de recursos económicos para atender su costo, sin que tal manifestación haya sido desvirtuada por la referida entidad.

Por ello, la concesión del amparo respecto de la Secretaría de Salud del Departamento será revocada, ya que además de que no se le impuso orden alguna en el fallo de tutela, se dejó de acreditar que esta entidad haya lesionado o amenazado los derechos de la accionante, sin perjuicio de las acciones que adelante la EPS-S demandada para obtener el reintegro de las sumas de dinero que deba desembolsar para atender los servicios excluidos del plan de beneficios. 

5. En cuanto a la facultad de ejercer acción de recobro frente a la entidad  territorial, como lo solicita la EPS impugnante, basta decir que en la sentencia T-760 de 2008, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al administrador fiduciario Fosyga, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las entidades promotoras de salud sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema y dentro de ellas, que no se podría establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro como condición para aprobar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir, pues bastará con que el Fosyga constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC. 

Y en la sentencia T-727 de 2001
, dijo la misma Corporación:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

De esa manera las cosas, no es necesario que el juez de tutela emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente obligada a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, porque no es ese un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento. 
En esas condiciones, el juez de tutela debe abstenerse de emitir concepto alguno sobre el particular, asunto que debe ser definido en otro escenario por los entes que componen el sistema general de salud, tal como lo estimó el funcionario de primera instancia.
6. Para terminar, es necesario precisar cuál funcionario de la EPS accionada ha de atender las órdenes que contiene la sentencia que se revisa, como quiera que estas fueron impuestas de manera general a la EPS Asmet Salud, lo que generaría dificultades a la hora del cumplimiento del fallo y de un eventual incidente de desacato. 
Dicha orden ha debido ser dirigida a la Gerente Regional sede Risaralda de esa entidad, porque es la encargada de administrar la seccional de la misma en este departamento y por ende, es la persona indicada para adelantar las gestiones relativas a su obedecimiento, pero a ella no se podrá imponer, como quiera que esa funcionaria dejó de ser vinculada formalmente a la actuación y tampoco se podrá declarar la nulidad por falta de integración del contradictorio pues, además de que no fue alegada el Gerente Jurídico de la EPS, no existe impedimento para que el Gerente General de esa entidad cumpla lo dispuesto en el fallo constitucional, quien sí fue convocado y se pronunció en el trámite, a través de su apoderado general. Y por tanto este último será el destinatario de las órdenes impuestas. En el mismo sentido se pronunció ya este Tribunal, en oportunidad anterior
.
7. En conclusión, se confirmará el fallo impugnado, salvo en lo relativo a la concesión del amparo respecto de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, frente a la cual se negará la tutela y se adicionarán las órdenes impuestas a la EPS Asmet Salud para imponérselas a su Gerente General, Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 29 de noviembre de 2016, en la acción de tutela que instauró la señora María Consuelo Caicedo, en representación de su menor hija Angye Melissa Rivera Caicedo, contra la EPS Asmet Salud, la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda, la IPS Clínica San Rafael y la Superintendencia Nacional de Salud, excepto en lo relativo a la concesión del amparo respecto de la Secretaría de Salud Departamental contenida en el ordinal primero que SE REVOCA y en su lugar se niega la tutela frente a ese ente territorial. Además, SE ADICIONAN los ordinales segundo, tercero y cuarto de ese fallo, para imponer las órdenes allí dispuestas al Dr. Gustavo Adolfo Aguilar Vivas, Gerente General de Asmet Salud EPS.
(continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66001-31-18-002-2016-00288-01)
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

(ausente con causa justificada)

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Folios 64 y 65 cuaderno No. 1


� Así lo acredita la copia de su registro civil de nacimiento que obra a folio 10 del cuaderno No. 1


� Ver folios 15, 47 y 68, este último no fue foliado, cuaderno No. 1


� Folios 64 y 65 cuaderno No. 1


� Folios 15 vuelto, 47 vuelto y 68 vuelto, este último no fue foliado , cuaderno No. 1


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� “Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: (...) (b) asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud (...).”


� ‘[E]l niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud, con este fin deberán proporcionarse tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados’


�: ‘a), es obligación de los Estados firmantes adoptar medidas necesarias para ‘la reducción de la mortalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños’; mientras que el literal d) dispone que se deben adoptar medidas necesarias para ‘la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad’


� Sentencia T-907 de 2004. 


� Respecto del derecho a la salud de los menores pueden consultarse las Sentencias T-625 de 2009, y T-170 de 2010, T-705 de 2011y T-623 de 2013 entre otras.


� Sentencia T-283 de 2013.


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� Sentencia T-115 del 2013. Magistrado Ponente: Luís Guillermo Guerrero Pérez.


� Así lo acredita la copia de su registro civil de nacimiento que obra a folio 10 del cuaderno No. 1


� Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sala de Decisión Civil Familia, sentencia de 19 de diciembre de 2016. Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos. Expediente No. 66170-31-03-001-2016-00120-01
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